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VOTO RAZONADO CONCURRENTE DEL 

JUEZ RICARDO C. PÉREZ MANRIQUE 

CASO FEDERACIÓN NACIONAL DE TRABAJADORES MARÍTIMOS Y 
PORTUARIOS (FEMAPOR) VS. PERÚ 

SENTENCIA DE 1 DE FEBRERO DE 2022 

(Excepciones preliminares, fondo y reparaciones) 

 

I. INTRODUCCIÓN 

 

1. En la sentencia se declara la violación de los artículos de los artículos 8.1, 

21, 25.1, 25.2.c y 26, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención”). El caso se relaciona con la 
vulneración del derecho a la protección judicial por la falta de cumplimiento de una 

sentencia de amparo de la Corte Suprema de la República del Perú, emitida el 12 

de febrero de 1992, que estableció la manera de calcular el incremento adicional de 

la remuneración a favor de 4.047 ex trabajadores marítimos, portuarios y fluviales. 
A partir del año 2010, 2.317 de los beneficiarios de la sentencia original 

continuaron reclamando judicialmente por considerar que el cálculo de los pagos de 

los beneficios sociales era inexacto. Asimismo, se consideró que el lapso de más de 

25 años sin que se ejecute en su totalidad la sentencia de la Corte Suprema no 
constituye un plazo que pueda considerarse razonable. 

 

2. Por medio del presente, concurro con lo establecido en la Sentencia y realizo 

este voto con el objetivo de profundizar en la importancia del derecho al salario 
como un derecho económico, social, cultural y ambiental (DESCA) y a su vez 

resaltar algunos aspectos relacionados con la vulnerabilidad generacional de 

víctimas que actualmente tienen más de 70 años.   

 

3. Para ello el voto se estructura de la siguiente manera: (i) la justiciabilidad 
directa de los DESCA, (ii) la importancia del salario como componente del derecho 

al trabajo como DESCA, y (iii) la vulnerabilidad a ser tenida en cuenta en casos de 

víctimas adultos mayores.  

 

II. JUSTICIABILIDAD DIRECTA DE LOS DESCA 

 

4. La justiciabilidad de los DESCA ha sido objeto de discusión tanto por la 

doctrina como en la Corte IDH y, han existido por lo menos tres posturas al 
respecto, tal como mencioné, entre otros, en mi voto concurrente a la sentencia de 

21 de noviembre de 2019 del caso Asociación Nacional De Cesantes Y Jubilados de 

la Superintendencia Nacional De Administración Tributaria (Ancejub-Sunat) Vs. 

Perú1.  

 
5. La primera postura plantea que el análisis de violaciones individuales a los 

DESCA carece de una ‘‘justiciabilidad directa’’. Esto no quiere decir que no sean 

justiciables, sino que lo son de manera ‘‘indirecta’’. Es decir, para poder recurrir a 

analizar una violación a dichos derechos, la Corte Interamericana sólo lo podrá 
hacerlo a través de su relación con los derechos civiles y políticos, reconocidos 

expresamente por los artículos 3 al 25 de la Convención. A su vez también podrían 

ser declarados vulnerados de manera directa únicamente dos derechos: el derecho 

a la educación y los derechos sindicales. Esto debido a que ambos derechos se 
encontrarían reconocidos como ‘‘justiciables’’ expresamente por el Protocolo 

Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de 

                                       
1  Cfr. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 

Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394. 
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Derechos Económicos Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San 

Salvador”), específicamente en su artículo 19.623.  

 

6. La segunda visión, en contraste con la primera aboga por la ‘‘justiciabilidad 
directa’’. Sostiene que la Corte tiene competencia para conocer violaciones 

autónomas a los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales con 

fundamento en el artículo 26 de la Convención, entendiendo que serían justiciables 

de forma individual4. Esta posición, a su vez, subsume el análisis de las violaciones 
a los DESCA al artículo 26, reconociendo una remisión directa a las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de 

la OEA. El análisis de las vulneraciones a los DESCA se realizará siempre en cuanto 

una violación al artículo 26, referenciando a la Carta de la OEA o la Declaración 
Americana, dejando de lado una integración con los derechos civiles y políticos.   

 

7. La tercera postura, que es a la que me afilio, es la que podemos denominar de la 

‘‘postura de la simultaneidad’’. Tal como lo he mencionado en votos concurrentes 

anteriores y reiterando los fundamentos allí planteados5, mi posición respecto de 
esta postura diversa nace a partir del pleno reconocimiento de la universalidad, 

indivisibilidad, interdependencia e interrelación entre los derechos humanos, que 

sirve de sustento para la competencia de la Corte a la hora de conocer sobre 

violaciones individuales de los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales. Lo anterior bajo la convicción de que los Derechos Humanos son 

interdependientes e indivisibles, de manera tal que los derechos civiles y políticos 

se encuentran entrelazados con los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales. En particular, resultan inescindibles en circunstancias como las del 
presente caso.  

                                       
2  Esta fue la posición mayoritaria de la Corte Interamericana hasta antes de la emisión de la 
Sentencia del caso Lagos del Campo Vs. Perú. Entre otros casos en que se evidencia esta posición se 

encuentran: "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112. O el Caso Comunidad 

Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. 

Serie C No. 125. Por mencionar dos ejemplos, así como en el Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C 

No. 298. 
3  6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 13 

fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado parte del presente Protocolo, tal 

situación podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, y cuando proceda de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a la aplicación del 

sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. Protocolo de San Salvador 
4  Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 31 de agosto de 2017. Serie C No. 340, párrs. 142 y 154; Caso Trabajadores Cesados de 
Petroperú y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 

noviembre de 2017. Serie C No. 344, párr. 192; Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de febrero de 2018. Serie C No. 348, párr. 220; Caso Poblete 
Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de marzo de 2018. Serie C No. 

349, párr. 100; Caso Cuscul Pivaral y otros Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2018. Serie C No. 359, párrs. 75 a 97; Caso Muelle Flores Vs. 

Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de marzo de 2019. Serie 

C No. 375, párrs. 34 a 37; Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394, párrs. 33 a 34; Caso 

Hernández Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
noviembre de 2019. Serie C No. 395, párr. 62, y Caso Comunidades Indígenas Miembros de la 

Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 
de febrero de 2020. Serie C No. 400, párr. 195. 
5  Cfr. Voto concurrente a la sentencia de 21 de noviembre de 2019 del caso Asociación Nacional 

De Cesantes Y Jubilados De La Superintendencia Nacional De Administración Tributaria (Ancejub-Sunat) 
Vs. Perú; a la sentencia de 22 de noviembre de 2019 del caso Hernández Vs. Argentina, Caso 

Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina y a la 
sentencia de 15 de Julio de 2020 del caso Empleados de la Fábrica de Fuegos en Santo Antonio de Jesús 

y sus Familiares Vs. Brasil. 
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8. Es así, que he afirmado que la interdependencia e indivisibilidad permite ver al 

ser humano de manera integral como titular pleno de derechos y esto influye en la 

justiciabilidad de sus derechos. Similar visión se afirma en el Preámbulo del 
Protocolo de San Salvador: “Considerando la estrecha relación que existe entre la 

vigencia de los derechos económicos sociales y culturales y la de los derechos 

civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un 

todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la 
persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el 

objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la violación de 

unos en aras de la realización de otros”.   

 
9. Dentro de esta visión, el artículo 26 de la Convención funciona como un 

artículo marco, en el entendido que hace alusión de forma general a los derechos 

económicos, sociales, culturales y ambientales, para cuya lectura y determinación 

nos remite a la Carta de la OEA. A su vez, el propio Protocolo de San Salvador 

individualiza da contenido a los derechos económicos, sociales, culturales y 
ambientales. Destaco que, dada la gran importancia de estos derechos, el Protocolo 

establece que deben ser reafirmados, desarrollados perfeccionados y protegidos 

(ver Preámbulo). Finalmente, existe un conjunto de instrumentos del corpus juris 

interamericano que también hacen referencia a los DESCA. 
 

10. A partir de esta visión el artículo 26 no se encuentra por encima (ni por 

debajo) de los derechos civiles y políticos, sino que se integra como un artículo 

marco, que ampara los DESCA, lo cual permite una mayor y más coherente 
confluencia con los otros artículos de la Convención a la hora de determinar el 

sentido y alcance de las violaciones. Al reafirmar la postura de la simultaneidad 

buscamos dejar de lado los reduccionismos que pueden llegar a significar las dos 

posturas antes mencionadas. Por un lado, una postura que elimine la posibilidad de 
declarar al 26 como vulnerado, al final de cuentas termina invisibilizando del todo la 

autonomía y existencia de los DESCA como derechos reales, justiciables y, por 

tanto, vigentes. Por otro lado, una postura que sólo considere al artículo 26 como el 

único instrumento de aplicación cuando se trate de DESCA, desconoce la 

interdependencia e interrelación con los derechos civiles y políticos. 
 

11. El caso bajo examen demuestra perfectamente la necesidad de protección de 

manera coherente y congruente no sólo desde ámbito de los DESCA sino a partir de 

un análisis conglobado de las violaciones en simultaneidad con los derechos civiles 
y políticos. Reitero, que en ningún caso, los derechos humanos pueden ser tratados 

de manera aislada y sin considerarlos en su conjunto, porque la compleja realidad 

convoca a la necesidad de análisis que privilegien la interdependencia e 

interrelación entre los mismo. Este caso ejemplifica de manera muy clara esta 
confluencia, pues se trata de la inejecución de una sentencia, componente del 

derecho al acceso a la justicia, reconocido en los artículos 8 y 25. Sin embargo, no 

se trata únicamente de un tema de acceso a la justicia, sino que estamos ante el 

acceso a la justicia por derechos económicos y sociales, particularmente el derecho 

al trabajo. Requerimos así un análisis pleno a la luz de dicho derecho específico que 
integre, como uno de sus componentes el derecho al salario (ver título II). En 

contraste, abordar el análisis únicamente desde el acceso a la justicia sería 

limitado, como también lo sería centrarnos únicamente en la cuestión laboral. A la 

hora de interpretar y aplicar la Convención Americana, este Tribunal es, antes que 
todo, una Corte regional de derechos humanos y su perspectiva es tal que debe 

poder comprender el panorama general. En esta línea resulta entonces necesario 

abordar estas vulneraciones desde la coexistencia de varios derechos de las 

víctimas, indivisibles y justiciables ante esta Corte per se. El acceso a la justicia en 
este caso, como en otros diversos ya conocidos por este Tribunal, va a constituir 

una llave para el acceso a los otros derechos. Hago notar que la metáfora de la 
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llave no significa que estemos ante una visión que restrinja la justiciabilidad de 

manera directa al derecho al trabajo (o cualquier otro DESCA), sino que se trata de 

una justiciabilidad en simultáneo debido a la interrelación entre derechos. Reitero 

que no estamos ante la tesis de la conexidad, sino de la simultaneidad. En 
consecuencia, no podría, considerarse que el artículo 19.6 del Protocolo de San 

Salvador es un impedimento en cuanto la Corte ingrese a considerar su violación 

conjunta. 

 
12. En el presente caso, tal como se expresa en el Punto Resolutivo Nº 1 se 

declaran violados los artículos 8.1, 21, 25.1, 25.2.c y 26, en relación con el artículo 

1.1 de la Convención. Entiendo que a partir de la concepción que he sostenido 

respecto de la interpretación y aplicación de la Convención, el derecho al trabajo es 
justiciable en función de la coexistencia de la violación a varios derechos 

convencionales, sin necesidad de recurrir a justificaciones a partir de la invocación 

autónoma del artículo 26 convencional. La invocación del artículo 26 es a mí 

entender innecesaria o por lo menos sobreabundante.  

 
II. EL SALARIO COMO COMPONENTE FUNDAMENTAL DEL DERECHO AL 

TRABAJO 

 

13. Conforme surge del párrafo 107 de la sentencia, la Corte considera que el 
retraso y la falta de ejecución de la Sentencia de 12 de febrero de 1992 ha tenido 

un impacto directo en el cobro de salarios debidamente devengados y no cobrados. 

A su vez, la Corte entiende que la afectación del cobro del salario afectó al derecho 

al trabajo de las víctimas. Resalto que en la presente sentencia la Corte avanza en 
la determinación del alcance del derecho al trabajo en relación con el derecho al 

pago de un salario. 

 

14. Así se hace referencia a los artículos 45.b6 y 34.g7 de la Carta de la OEA que 
establecen que “[e]l trabajo es un derecho y un deber social” y que ese debe 

prestarse con “salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo 

aceptables para todos”. También se refiere en la sentencia al artículo XIV de la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre que establece que 

“Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas […]”. Además, el 
artículo 1 del Convenio de la OIT no. 100 sobre igualdad de remuneración establece 

que “el término remuneración comprende el salario o sueldo ordinario, básico o 

mínimo, y cualquier otro emolumento en dinero o en especie pagados por el 

empleador, directa o indirectamente, al trabajador, en concepto del empleo de este 
último”8.  

 

15. La Corte concluye en la sentencia que el derecho al trabajo también implica la 

obtención de un salario justo, el cual, a su vez, debe comprender todos los 
emolumentos que se engloban dentro del término remuneración. El pago de 

                                       
6  Artículo 45 de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo 

puede alcanzar la plena realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado 

de desarrollo económico y verdadera paz, convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación 
de los siguientes principios y mecanismos: […] b) El trabajo es un derecho y un deber social, otorga 

dignidad a quien lo realiza y debe prestarse en condiciones que, incluyendo un régimen de salarios 

justos, aseguren la vida, la salud y un nivel económico decoroso para el trabajador y su familia, tanto 
en sus años de trabajo como en su vejez, o cuando cualquier circunstancia lo prive de la posibilidad de 

trabajar; […]. 
7  Artículo 34.g de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros convienen en que la igualdad de 

oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, 

así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, 
entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus 

máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas: […] g) Salarios justos, 
oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables para todos. 
8  Cfr. OIT, C100 - Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 (núm. 100), ratificado por 

Perú el 1 de febrero de 1960. 
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salarios como elemento del derecho al trabajo está relacionado con la naturaleza 

alimentaria y de supervivencia, pues está destinado a satisfacer las necesidades 

básicas del trabajador.  

 
16. Esta Corte también ha señalado que los Estados tienen el deber de respetar y 

garantizar estos derechos, los cuales permiten nivelar la relación desigual que 

existe entre trabajadores y trabajadoras, y empleadores y empleadoras, y el acceso 

a salarios justos, y condiciones de trabajo seguras9. 
 

17. Particularmente en este caso, en lo que se refiere al derecho al salario, la 

Corte lo relacionó con la violación del plazo razonable con respecto a la totalidad de 

las víctimas, ya que el Estado no procedió con los pagos adeudados al subgrupo de 
2.317 trabajadores marítimos y portuarios que continuaron reclamando cantidades 

adicionales que les eran adeudadas. Esta violación del plazo razonable tuvo un 

impacto en el derecho al cobro íntegro de sus salarios lo que afectó su derecho al 

trabajo. Por tanto, el Tribunal concluye que el Estado también violó el derecho al 

trabajo de la totalidad de las víctimas. Ello es así por la demora injustificada del 
pago respecto de todas las víctimas, pues en el caso de quienes siguieron litigando 

el pago fue, obviamente, parcial o incompleto. 

 

18. En lo que refiere al plazo razonable, en este caso es particularmente importante 
ya que la mayor parte de las víctimas es de avanzada edad, más de 70 años. Esto 

será analizado a continuación.  

 

III. LA VULNERABILIDAD DE LAS VÍCTIMAS ADULTOS MAYORES.  
 

19. Resulta relevante que la Corte destaque que las afectaciones del plazo 

razonable tuvieron "aún un mayor impacto diferenciado en las víctimas del presente 

caso debido a su edad, quienes en su mayoría rondan los 80 o 90 años, habiendo 

incluso fallecido (…) más de 800 víctimas, sin que se les haya efectivizado de 
manera correcta su derecho." En el presente caso, al día de hoy, la Sentencia de 12 

de febrero de 1992 no ha sido cumplida por completo, provocando un grave 

impacto en las víctimas en tanto son personas mayores que no han obtenido los 

pagos que les correspondían. Como se ha analizado, el derecho al salario está 
relacionado con su carácter alimentario y de supervivencia.  

 

20. Es por eso que la Corte refiere a lo dispuesto por la Convención Interamericana 

sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores, de la cual 
Perú forma parte10. Así, menciona la obligación de los Estados a garantizar la 

igualdad y la no discriminación (artículo 3.d), el buen trato y la atención 

preferencial (artículo 3.k) y la protección judicial efectiva (artículo 3. n). También 

se menciona lo dispuesto por las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las 

personas en condición de vulnerabilidad, aprobadas por la XIV Cumbre Judicial 
Iberoamericana en el 2008 y actualizadas en la XIX Cumbre de 2018, que define a 

las personas mayores de edad dentro de la categoría de personas en situación de 

especial vulnerabilidad.  

 
21. Como consecuencia de esta especial vulnerabilidad, se exige un criterio 

reforzado de celeridad en los procesos en los que son parte. Así, en la Convención 

                                       
9  Cfr. Derechos a la libertad sindical, negociación colectiva y huelga, y su relación con otros 
derechos, con perspectiva de género (interpretación y alcance de los artículos 13, 15, 16, 24, 25 y 26, 

en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los 

artículos 3, 6, 7 y 8 del Protocolo de San Salvador, de los artículos 2, 3, 4, 5 y 6 de la Convención de 
Belem do Pará, de los artículos 34, 44 y 45 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, y 

de los artículos II, IV, XIV, XXI y XXII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre). Opinión Consultiva OC-27/21 de 5 de mayo de 2021. Serie A No. 27, párr. 141.  
10  Perú depositó el instrumento de adhesión de la “Convención Interamericana sobre la Protección 

de los Derechos Humanos de las Personas Mayores” el 1 de marzo de 2021. 
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Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas 

mayores, surge expresamente en el artículo 4 que se "adoptarán y fortalecerán 

todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de 

cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la 
persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos". En la 

misma línea, el artículo 31 de la Convención mencionada plantea que "la actuación 

judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en 

riesgo la salud o la vida de la persona mayor". 
 

22. La "protección reforzada" también ha sido mencionada por el Comité DESC en 

su Observación General No. 6 que aborda "los derechos económicos, sociales y 

culturales de las personas mayores", al señalar que “[...] los Estados Partes en el 
Pacto están obligados a prestar especial atención al fomento y protección de los 

derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad”11. El Comité 

DESC en la Observación General No. 6 hace referencia al "Plan de Acción 

Internacional de Viena sobre el Envejecimiento" de Naciones Unidas12. Así se 

plantea que "En casi todas las regiones del mundo las personas de edad tropiezan 
con dificultades para participar en el trabajo y en las actividades económicas de la 

sociedad, satisfaciendo así su necesidad de contribuir a la vida de la comunidad y 

de beneficiar a la sociedad en conjunto. Es corriente la discriminación por cuestión 

de edad: un elevado número de trabajadores de edad avanzada no pueden 
permanecer en la fuerza de trabajo o reincorporarse a ella debido a perjuicios 

basados en la edad. En ciertos países esta situación tiende a afectar más 

duramente a las mujeres. La integración de las personas de edad en los 

mecanismos del desarrollo se refiere tanto a los grupos del medio rural como a los 
del medio urbano." 

 

23. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha subrayado la particular diligencia 

que requiere la tramitación de casos en los que la cuestión dirimida es de carácter 
urgente y ha identificado entre estos casos, por ejemplo, aquellos de naturaleza 

laboral y disputas sobre pensiones13, aquellos que involucran un peticionante con 

una enfermedad incurable y expectativa de vida reducida14, aquellos en los que 

disputa consiste en el monto de una pensión de discapacidad para personas que 

dependen de ese beneficio15, y aquellos en los que el peticionario es una persona 
adulta mayor que sufrió lesiones físicas y reclama daños por ello16. De manera 

particular, en cuanto a pensiones ha señalado que: "La Corte subraya que es 

necesaria una diligencia especial en las controversias de carácter laboral, incluidas 

las controversias sobre pensiones"17. 
 

24. Es menester considerar una perspectiva generacional a la hora de evaluar la 

vulnerabilidad especial de estas víctimas que por su avanzada edad requerirían 

también una protección que tenga en cuenta esa característica a la hora de actuar. 
Previamente, la Corte lo ha señalado en el caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile 

donde destacó que las personas de edad avanzada tienen derecho a una protección 

reforzada, por lo que se exigen medidas diferenciadas18.  

                                       
11  Cfr. ONU, Comité DESC, Observación General No. 6, (1995), párr. 13. 
12  ONU, PLAN DE ACCIÓN INTERNACIONAL DE VIENA SOBRE EL ENVEJECIMIENTO, 1982. 

Disponible en:  

https://www.gerontologia.org/portal/archivosUpload/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf  
13  Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Caso Borgese v. Italia, 24 de enero de 1992, par. 

18. 
14  Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Konig v. Alemania, 28 de junio de 1978, par. 

111 
15  Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Mocié v. Francia, 8 de abril de 2003, par. 22. 
16  Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Codarcea v. Rumania, 2 de junio de 2009, 

par. 89 
17  Cfr. Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Caso Borgese v. Italia, 24 de enero de 1992, par. 

18 
18  Cfr. Caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de 

https://www.gerontologia.org/portal/archivosUpload/Plan_Viena_sobre_Envejecimiento_1982.pdf
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25. Por último, vale destacar el reciente antecedente del caso Profesores de 

Chañaral y otras Municipalidades vs. Chile en el que la Corte también ha reconocido 

la vulnerabilidad de las personas mayores que acceden a la justicia. Así, la Corte 
consideró al Estado responsable por la violación de los artículos 8.1, 21, 25.1 y 

25.2.c) de la Convención debido a la dilación injustificada en el cumplimiento de 

una sentencia, la que constituye una violación a las garantías judiciales. En este 

caso, particularmente, tomó en cuenta que las víctimas eran de edad avanzada y 
que muchas han envejecido y fallecido. La espera por más de 25 años de la 

ejecución de estos fallos determina que el Estado ha desconocido su deber 

reforzado de garantizar la debida diligencia en el acceso a la justicia de las 

personas mayores y la celeridad en los procesos en los que participa esta población 
en situación de vulnerabilidad19. 

 

 

 

 
 

Ricardo Pérez Manrique 

                    Juez                                 

 
               

 Pablo Saavedra Alessandri 

  Secretario   

 

                                                                                                                 
marzo de 2018. Serie C No. 349., párr. 127. 
19  Cfr. Caso Profesores de Chañaral y otras municipalidades Vs. Chile. Excepción preliminar, 

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de noviembre de 2021. Serie C No. 443, párrs. 192 y 

193. 


